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para garantizar una mayor diversidad en la propie-
dad de medios de comunicación.

La legislación uruguaya incluye procedimientos 
transparentes y no discrecionales para el otorga-
miento de frecuencias, asegurando la igualdad de 
oportunidades en el acceso a través de concur-
sos abiertos y públicos, y la realización de audien-
cias públicas para la concesión y renovación de los 
permisos.

Establece también la creación de un organismo ase-
sor con participación ciudadana que controla el des-
empeño estatal y brinda mayores garantías a todas 
las personas en los procedimientos de otorgamiento 
de frecuencias. El denominado Consejo Honorario 
Asesor de Radiodifusión Comunitaria está integrado 
por representantes de algunos ministerios, de los 
propios medios comunitarios, universidades públi-
cas y privadas, y organizaciones de defensa de la 
libertad de expresión.

El artículo sobre la reserva del espectro radioeléc-
trico para Radios y Televisoras Comunitarias dice: “El 
Poder Ejecutivo, previo informe de la Unidad Regula-
dora de Servicios de Comunicaciones (URSEC) y opi-
nión del Consejo Honorario Asesor de Radiodifusión 
Comunitaria, reservará para la prestación del servi-
cio de radiodifusión comunitaria y otros sin fines de 
lucro, al menos un tercio del espectro radioeléctrico 
por cada localidad en todas las bandas de frecuencia 
de uso analógico y digital y para todas las modalida-
des de emisión. La reserva deberá ser actualizada 
anualmente y será de conocimiento público”.1

Puntos positivos del proyecto 
de Ley de Comunicación

Más allá de los errores iniciales en la presentación 
del proyecto de Ley de Comunicación, de la falta de 
participación y la poca profundización en el debate 
previo del proyecto de ley, así como de ciertos con-
tenidos a mejorar o modificar, el proyecto tiene 

1  La Unidad Reguladora en Uruguay es un ente similar a la Superinten-
dencia de Telecomunicaciones del Ecuador.

elementos destacables que apuntan a la defensa de 
los derechos de las personas que consumen medios 
de comunicación, de los periodistas que hacen los 
medios y, obviamente, de los dueños de los mismos. 
No puede ser, como quieren unos pocos, que los úni-
cos con derechos sean los dueños de los medios de 
comunicación.

Otros puntos importantes del proyecto son la nece-
sidad de un código de ética que marque el rumbo 
de cada medio, que diga los parámetros por los que 
se regirá y la obligación de dejar en claro cuándo 
se trata de la opinión de una persona y cuándo del 
punto de vista del medio de comunicación. Tanto 
el código de ética como la identificación de la opi-
nión sirven para transparentar al medio, para ubicar 
desde dónde habla ese medio. Cuando un medio de 
comunicación presenta a un banquero como ana-
lista económico independiente, sin especificar que 
es banquero y que su análisis lo hace desde su visión 
como tal no está siendo transparente con la gente 
que lo ve, escucha o lee, no está siendo ético.

La figura del Defensor del Público, que la propuse 
hace 15 años desde la columna editorial que mante-
nía en el diario Hoy, es una propuesta revolucionaria 
en materia de defensa de derechos de los ciudada-
nos, en este caso los consumidores de medios de 
comunicación, en un mundo globalizado y, sobre 
todo, mediatizado.

La objeción de conciencia de los periodistas es otra 
reivindicación de un derecho. Quienes hemos estado 
en medios, sabemos cómo se ataca la libertad de 
expresión cuando se prohíbe a los periodistas difun-
dir información que va contra los intereses vincula-
dos al medio, o cuando se les obliga a realizar cober-
turas que van contra sus principios.

La disyuntiva que se presenta con la Ley de Comuni-
cación en debate no es entre mordaza y libertad de 
expresión, es entre democratización de los medios y 
los medios como expresión del poder. Es entre 
comunicación democrática y dictadura mediática. 

pública
y  l e g i s l a t i v a

política
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La Constitución y las leyes por sí solas no 
generan ese tránsito. El giro es mayor y el desafío 
aun más grande para el Gobierno de Rafael Correa 
y la sociedad ecuatoriana, pues exige sólidas alian-
zas de clases, políticas y metas claras y sostenidas, 
instrumentos y herramientas adecuadas, así como 
instituciones capaces de vehicularlas y recursos 
financieros suficientes que las financien. Por lo 
tanto, la tarea para implantar un sistema econó-
mico alternativo es magna, pues el Ecuador se 
encuentra en un momento de transición de un régi-
men de desarrollo a otro, de una economía a otra y 
de un sistema político a otro.1

Desde la conducción estratégica del gobierno 
parecería que se asume con cierta convicción que 
es condición necesaria y suficiente el control del 
Estado y de su aparato, para desde allí lograr -no 
sin pocas resistencias pero con éxito- el magno 
desafío planteado y transitar hacia la nueva eco-
nomía. En esa misma línea de pensamiento se 
reivindica que el caballo de batalla de este proceso 

1 En su artículo 283 la Constitución determina que el sistema económico es 
social y solidario y que se integrará por las formas de organización económica 
pública, privada, mixta, popular y solidaria, incluyendo en esta última a los sec-
tores cooperativistas, asociativos y comunitarios.

de transición de una economía a otra, de la vieja 
a la nueva economía, es principalmente la organi-
zación económica pública, vale decir, la economía 
asentada en el Estado y sus empresas públicas, 
complementada con el fortalecimiento de la eco-
nomía social y solidaria donde están los sectores 
cooperativistas, asociativos y comunitarios, obvia-
mente otorgando en este proceso un menor rol a la 
economía privada.

Este artículo expone las condiciones que debe-
rían darse para que este seductor enfoque –que con-
siste en tener como eje central del proceso de transi-
ción hacia la nueva economía, al Estado y sus empre-
sas publicas– se cumpla sin comprometer el mismo 
proceso. Nuestro enfoque profundiza en los víncu-
los orgánicos existentes entre el Estado (las empre-
sas públicas) y la acumulación de capital, así como 
en los condicionantes de una conducción de este 
proceso desde el Estado. Por último –en el entendido 
de que se cumpla con esas condiciones– el artículo 
aborda el tema de las empresas públicas, sus posi-
bilidades y límites en relación con el fortalecimiento 
de la nueva economía, de la economía pública y 
sobre todo de la economía popular solidaria.

Lazos orgánicos entre el Estado y 
la acumulación de capital

Durante largo tiempo, el debate teórico sobre 
el Estado y sus formas de intervención estuvo 
marcado por dos concepciones aparentemente 

En materia económica, uno de los ejes centrales que determina y manda la Constitución 
de 2008 es el tránsito de la economía social de mercado que ha primado en el país durante 
varias décadas, a una economía social y solidaria1. Transitar de una economía donde su lógica 
de operación ha estado asentada en las relaciones de producción capitalistas, en la acumu-
lación de capital (reproducción ampliada), en la rentabilidad y afán de lucro de la empresa 
privada, y en la regulación vía el mercado, hacia otra economía en donde prime la solidaridad 
y el interés social, da lugar a resistencias y conflictos. 

Daniel Badillo

El rol de las empresas públicas  
en la nueva economía del Ecuador

opuestas, que con-
cebían al Estado 
sea como un sujeto, 
o como un objeto, 
resultando de aque-
llo respectivamente 
una visión volunta-
rista o una visión 
instrumentalista del 
Estado y sus formas 
de intervención.

Es necesario 
adoptar una concep-
ción diferente del 
Estado, que tenga 
varios ejes centrales 
de consideración. Un 
primer eje central es 
el lazo constitutivo 
entre la existencia 
del Estado -y sus 
formas de intervención- y la producción capitalista, 
concibiendo al Estado y al capital como una tota-
lidad orgánica. Bajo este enfoque, la reproducción 
del Estado y la reproducción del capital son consi-
deradas variables interdependientes, pues exterio-
rizándose de los procesos económicos para ejercer 
la dominación, el Estado conforma junto a ellos un 
todo orgánico, constituyendo una unidad contra-
dictoria. Sin la noción de Estado (la dominación), 
la noción de capital (la acumulación) no se puede 
concebir. A su vez, el Estado es deducido del capital 
en su dimensión mundial, ya que es el garante de 
la permanencia y reproducción precisamente de las 
relaciones capitalistas a nivel mundial y nacional, 
y participa de manera decisiva a la conformación y 
establecimiento de esas relaciones (régimen de acu-
mulación), aún cuando para legitimar la dominación 
debe aparecer ajeno a ellas. Parafraseando a Engels, 
el Estado en un “capitalista colectivo en idea” y a 
Salama, es una “abstracción real”.

Un segundo eje de consideración es diferen-
ciar al Estado, de la forma del Estado. El régimen 
político es distinto del Estado, pues el primero es 
la forma de existencia del segundo. La autonomía 
relativa del Estado existe en relación al capital y 
al régimen de acumulación; en cambio, el régimen 
político se define en relación a las clases sociales y 
las fracciones de clase. Si bien el régimen político 
es la forma de existencia del Estado y recibe sus 
determinaciones mediatizadas, su caracterización 
responde a factores propios y diferentes de los que 
definen la naturaleza de clase del Estado. El Estado 
cumple esencialmente una función de acumula-
ción-regeneración-reproducción del capital a nivel 

nacional-mundial; mientras que el régimen político 
cumple básicamente una función de legitimación 
sin la cual no puede ejercer la función anterior; 
encarnándose una dualidad de funciones que es 
fuente de contradicción.

Este enfoque permite entender que la llegada 
de un régimen político tipo Correa o tipo Morales 
puede entrabar y dificultar la reproducción del 
capital a nivel nacional-mundial, cuando se acom-
paña de un movimiento de masas de gran ampli-
tud. En este caso, el régimen político resulta ser 
una forma “desvirtuada” del Estado y este divorcio 
entre el ser y su materialidad, no puede ser dura-
dero y es fuente de contradicción. Pero la contra-
dicción no es entre el Estado y su forma, sino entre 
la necesidad objetiva de reproducción del capital a 
nivel nacional-mundial y la dificultad concreta de 
materializarla.

Esta contradicción es la expresión de las for-
mas que adquiere el conflicto entre las clases socia-
les y su nivel de intensidad, y solamente se resuelve 
por la negación de uno de sus dos términos. O el 
régimen político muta y trastoca su esencia bajo 
el impulso y apoyo de una nueva y amplia alianza 
de clases; o se rectifica bajo el peso de la reacción 
de los actores afectados, y se adapta a la necesi-
dad de reproducción del capital a nivel nacional-
mundial, en mejores condiciones. En el primer caso, 
la cuestión de la materialidad y de la naturaleza 
de clase capitalista está herida de muerte por la 
propia mutación del régimen político, dando paso 
a la fundación de un nuevo Estado impulsado por 
la dinámica revolucionaria (doble poder). En el 
segundo caso, la readaptación es larga y caótica, 

La llegada de un régimen político 

tipo Correa o tipo Morales puede 

entrabar y dificultar la reproduc-

ción del capital a nivel nacional-

mundial, cuando se acompaña 

de un movimiento de masas de 

gran amplitud. En este caso, el 

régimen político resulta ser una 

forma “desvirtuada” del Estado y 

este divorcio entre el ser y su materialidad, no puede ser duradero y es 

fuente de contradicción. Pero la contradicción no es entre el Estado y 

su forma, sino entre la necesidad objetiva de reproducción del capital a 

nivel nacional-mundial y la dificultad concreta de materializarla.

Daniel Badillo— Doctor en Economía del Desarrollo, Université de Paris I, 
Pantheon Sorbonne, ex-viceministro de Economía, Ex-viceministro de Finanzas, 
consultor regional de UNICEF, consultor del PNUD para el proyecto regional 
Gestión para la Gobernabilidad.
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cuya lentitud depende de la velocidad con que se 
desmovilicen las masas, o muy rápida si el régimen 
político es objeto de un inmediato proceso de des-
estabilización política, restituyéndose por esa vía la 
naturaleza de clase capitalista del Estado.

Un tercer eje de consideración es comprender 
que la intervención publica del Estado esta car-
gada por la doble necesidad del Estado y su forma 
(reproducción del capital a nivel nacional-mundial 
y legitimación ante las clases sociales), siendo por 
tanto marcadas por esta contradicción sus tres for-
mas de intervención: i) la política económica -fiscal, 
monetaria, cambiaria, comercial, etc.; ii) el gasto 
publico -gasto social, inversión publica, etc.; y iii) 
el sector para-estatal –empresas publicas y banca 
publica–. Es decir, hay que tener muy presente que 
la política económica, el gasto público y el sector 
para-estatal expresan tanto las contradicciones de 
legitimación exigidas por el régimen político a nivel 
de la alianza de clases, como las contradicciones 
de reproducción exigidas por el régimen de acumu-
lación (reproducción del capital a nivel nacional-
mundial). Es por esta razón que las tres formas 
de intervención del Estado arriba mencionadas 
no poseen una eficacia absoluta (como muchos lo 
creen), enfrentando por el contrario, con frecuencia, 
importantes límites a su acción e intervención.

Estas consideraciones permiten entender mejor 
los condicionantes para que el proceso de transi-
ción en Ecuador hacia la nueva economía se con-
crete. Esos condicionantes son: i) que los vínculos 
orgánicos entre el Estado y el capital se debiliten; 
ii) que al interior de la diferenciación entre Estado y 
régimen político, la autonomía relativa del régimen 
político respecto del Estado llegue a ser muy signi-
ficativa gracias a un amplio apoyo de las masas; iii) 
que el régimen político se despoje de la naturaleza 
de clase del Estado (capitalista), siendo requisito 
indispensable para aquello la realización de una 

nueva y amplia alianza de 
clases; iv) que la nueva y 
amplia alianza de clases 
funde un nuevo Estado 
que conduzca sobre otras 
bases un proceso revolu-
cionario y transformador, 
portador de la nueva eco-
nomía social y solidaria; y 
finalmente, v) que las tres 
formas de intervención 
publica (la política econó-
mica, el gasto público y el 
sector para-estatal, inclui-
das las empresas publi-
cas) imbuidas de la nueva 

esencia, contribuyan de manera eficaz al tránsito 
hacia la nueva economía social y solidaria.

Empresas públicas y fortalecimiento 
de la nueva economía

En el entendido de que los condicionantes 
antes descritos se cumplan y que el proceso de 
transición hacia la nueva economía social y soli-
daria avance en la dirección esperada, las empre-
sas públicas en particular y el Estado en general 
(con sus tres formas de intervención) pueden y 
deben jugar un papel fundamental en el fortale-
cimiento de esa nueva economía. Tres ámbitos 
de acción cobran relevancia estratégica para su 
fortalecimiento:

Un primer ámbito de acción tiene que ver 
con la constitución y consolidación de un núcleo 
productivo-tecnológico-financiero integrado, que 
dinamice la actividad económica de las pequeñas y 
medianas unidades comunitarias de producción, y 
de la economía social y solidaria territorial, a partir 
de la dinámica del sector agroindustrial (seguridad 
alimentaria), que desde lo alimentario vaya comple-
jizándose e integrando al resto del aparato produc-
tivo nacional y añadiendo valor agregado, siendo 
su propósito central la expansión de la demanda 
interna, con criterios de rentabilidad y solidari-
dad, como elemento determinante del crecimiento 
agroindustrial territorial, del empleo local, de la 
productividad territorial y, por tanto, también de la 
capacidad de penetración de las exportaciones en 
los mercados internacionales.

Ante las actuales exigencias, los procesos 
de cambio de la estructura productiva nacional 
requieren de un planteamiento eficaz y eficiente de 
reestructuración desde sus propios escenarios terri-
toriales, es decir, desde los sistemas productivos y 
comerciales locales. La constitución de este núcleo 

productivo-tecnológico-financiero integrado no es 
posible sin un rol protagónico del Estado nacional 
y local, a través de sus diversas formas de inter-
vención: i) la política económica, con un paquete 
de incentivos monetarios, crediticios, financieros, 
fiscales, comerciales, de precios; ii) el gasto publico 
garantizando un nivel suficiente de gasto corriente 
e inversión; iii) las empresas publicas proveyendo 
bienes y servicios estratégicos y esenciales, al igual 
que infraestructura básica; v) la banca publica 
direccionando el crédito para dinamizar y conso-
lidar en las diferentes regiones del país, las acti-
vidades o ramas constitutivas del núcleo, bajo los 
diferentes sistemas económicos (público, privado, 
mixto y economía popular y solidaria), con énfasis 
en la economía popular y solidaria.

Al interior del núcleo, las actividades o ramas 
constitutivas podrían ser: i) por el lado de la 
demanda final, la producción de alimentos agríco-
las procesados y no-procesados (leche, azúcar, hari-
nas, tubérculos, cereales, aceites, carnes), productos 
pesqueros, prendas de vestir, calzado, medicinas, 
muebles, artefactos básicos para el hogar, materia-
les escolares y publicaciones; ii) por el lado de los 
insumos intermedios, la producción de fertilizan-
tes, agroquímicos, productos veterinarios, mate-
riales de construcción, cemento, siderurgia, papel, 
cartón, madera aserrada, química básica, metalur-
gia no-ferrosa, hilados y tejidos; iii) por el lado de 
los bienes de capital, la fabricación de tractores, 
camiones, maquinas y herramientas agrícolas, 
embarcaciones y equipos pesqueros, maquinaria y 
equipo eléctrico y no-eléctrico para la producción 
de insumos y bienes finales de consumo básico; 
iv) un desarrollo de la infraestructura de servicios 
de apoyo a la operación y desarrollo de las indus-
trias del núcleo y, de modo especial, de servicios a 
la agricultura (semillas, silos, centros de acopio y 
distribución, etc.), y de servicios a la actividad pes-
quera (muelles, frigoríficos. etc.).

Un segundo ámbito de acción, simultánea y 
complementaria al ámbito anterior, es la creación 
de nuevas empresas públicas y/o mixtas regionales 
y locales, comunitarias, a fin de apoyar y promo-
cionar el fomento productivo agroindustrial a nivel 
regional y local. La existencia de empresas públicas 
en el país se vuelve más necesaria ante la creciente 
insatisfacción con los resultados generados por los 
mecanismos de mercado. Entre las nuevas empre-
sas que deberían crearse cabe mencionar: i) las 
empresas publicas y/o mixtas de orden regional 
dirigidas a la producción de bienes finales, interme-
dios y de capital, estratégicos para la consolidación 
de las ramas prioritarias del núcleo, orientadas a 
la expansión y dinamización del mercado interno 

y asentadas en una elevada absorción de mano de 
obra, especialmente vía la economía popular y soli-
daria; ii) las empresas publicas y/o mixtas de orden 
regional dirigidas a la producción de servicios 
tecnológicos y de innovación para la consolidación 
de las ramas del núcleo; iii) empresas publicas y/o 
mixtas de orden local dirigidas a la producción de 
servicios de emprendimiento, asociatividad, forma-
ción y capacitación laboral, inteligencia de merca-
dos, para la consolidación de las ramas del núcleo, 
con prioridad de la economía popular y solidaria; 
iv) empresas mixtas-comunitarias para la amplia-
ción de la cobertura de servicios públicos básicos, 
en zonas rurales y urbano marginales desatendidas.

Otro de los propósitos centrales de las reno-
vadas empresas publicas debe ser el incentivar y 
privilegiar la redistribución de la riqueza en benefi-
cio de las mayorías (que los frutos del crecimiento 
lleguen a todos), rompiendo con los factores econó-
micos que generan y reproducen desigualdad, dis-
paridad e inequidad, además de fracturar a la socie-
dad. Por lo tanto, el fin de las empresas públicas 
debe ser la redistribución del ingreso, incidiendo 
sobre los ingresos de los consumidores más nece-
sitados, garantizando la prestación de servicios y/o 
el acceso a bienes estratégicos a precios por debajo 
del costo (subsidios), provocando una efectiva 
transferencia de ingresos desde los sectores con 
capacidad de pago hacia los sectores sin capacidad 
de pago.

No obstante, el objetivo distributivo hacia 
los grupos más necesitados que debe privilegiar 
la conducción de las empresas publicas, no debe 
reñir con los objetivos de eficiencia económica y 
productividad con que deben operar (una mejor 
combinación de factores y uso de tecnología). En 
efecto, a fin de que todo los consumidores y usua-
rios se beneficien de los bienes y servicios produ-
cidos por las empresas publicas, es necesario que 
independientemente de que sus bienes y servicios 
puedan venderse a precios por debajo de sus cos-
tos (subsidios), sean necesariamente producidos 
con la mayor eficiencia económica y productividad 
posible, así como con calidad, para lo cual se debe 
garantizar la utilización de las mejores combinacio-
nes de factores y tecnología a su alcance. Se trata 
del uso de procesos productivos en los que con la 
dotación de los insumos existentes se produzca la 
mayor cantidad de bienes y servicios, o que la can-
tidad de bienes y servicios producidos incorpore la 
menor cantidad de insumos (productividad total de 
factores). Por tanto, las empresas públicas deben 
utilizar procesos productivos tecnológicamente efi-
cientes para obtener ganancias de productividad y 
bajos costos unitarios, al margen de que entreguen 

  En materia económica, uno de los ejes centrales que determina y 

manda la Constitución de 2008 es el tránsito de la economía social de 

mercado que ha primado en el país durante varias décadas, a una eco-

nómica social y solidaria. Transitar de una economía donde su lógica 

de operación ha estado asentada en las relaciones de producción 

capitalistas, en la acumulación de capital (reproducción ampliada), en 

la rentabilidad y afán de lucro de la empresa privada, y en la regulación 

vía el mercado, hacia otra economía en donde prime la solidaridad y el 

interés social, da lugar a resistencias y conflictos.
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subsidios a los más necesitados u obtengan exce-
dentes de los sectores más acomodados.

Un tercer ámbito de acción es el fortaleci-
miento de todas las empresas públicas, a fin de que 
cumplan a cabalidad con su rol estratégico en el 
proceso de transición y consolidación de la nueva 
economía social y solidaria. Vale decir, la introduc-
ción de políticas, instrumentos, recursos humanos 
y financieros suficientes y adecuados para que 
operen con altos parámetros de calidad y criterios 
empresariales, económicos, sociales y ambientales. 
Aquello implica, entre otros aspectos: i) incorporar 
parámetros de eficiencia económica y productivi-
dad para la producción de bienes y servicios, y apli-
car el modelo de gestión por resultados; ii) incluir 
canales de acceso de los usuarios y consumidores 
de los bienes y servicios de las empresas públi-
cas, para la obtención de la información sobre las 
empresas y la transparencia y rendición de cuentas 
efectiva; iii) incorporar la auditoria de calidad, en 
función de parámetros y estándares de calidad de 
los bienes y servicios producidos por las empresas, 
incluyendo el manejo ambiental.

A manera de conclusión 

Vale insistir en que la viabilidad de la nueva 
economía en el Ecuador descansa en la posibilidad 
real de lograr una amplia alianza de clases que 
deberá sustentarse en tres elementos centrales:

•	 La calidad y perdurabilidad de un acuerdo 
nacional por el nuevo sistema económico entre 
los actores relevantes del proceso: gobierno, 
sector empresarial, sindicatos, organizacio-
nes laborales, movimientos indígenas y orga-
nizaciones sociales, centros e institutos de 
investigación, centros académicos y medios de 
comunicación.

•	 El pacto fiscal y social por el presupuesto y las 
prioridades: acuerdo sobre el nivel de la carga 
tributaria, su composición, así como las posi-
bilidades de reorientar el gasto público a las 
prioridades.

•	 Las alianzas locales entre las nuevas empresas 
públicas y el poder local: acuerdos sobre la 
descentralización no solo de las competencias 
y los recursos, sino sobre todo del poder de 
decisión. 

Para este análisis reconocemos como denomi-
nador común del debate, la necesidad de una nueva 
política sobre la tierra, en la cual están inmersas, 
de una u otra manera, las diversas acepciones 
arriba mencionadas, y que tiene el enorme desafío 
de reestructurar la tenencia de la tierra en el Ecua-
dor, que tal cual se ha constituido históricamente, 
bajo un patrón de acumulación orientado a los 
mercados externos, y consolidado en los últimos 
treinta años, es una abigarrada trama de intereses 
económicos y sociales, que reproduce situaciones 
de inequidad, injusticia, deterioro de ecosistemas, e 
incluso socapa procesos de franco despojo.

El escenario político general del país, marcado 
por una tendencia de cambio, genera las condicio-
nes para la definición de esta nueva política sobre 
la tierra. Sin embargo, hoy se encuentra en una 
encrucijada, pues por un lado, existen sectores que 
dentro del propio gobierno son partidarios de un 
continuismo, tras el cual se encuentran los intereses 
de grandes corporaciones agroempresariales, pero 
también están los sectores que auspician una clara 
política de redistribución, y cuentan con alianzas de 
importantes movimientos campesinos y rurales.

La complejidad que adquiere una propuesta política de reestructuración de la tenencia de 
la tierra en el Ecuador se refleja en los diversos discursos de los movimientos campesinos 
e indígenas sobre la materia. Para unos, se debería hablar de una “revolución agraria”, que-
riendo significar con ello que es insuficiente una reforma, añadiendo una impugnación al 
modelo agrario dominante. Para otros, se trataría de una “reforma agraria integral” recono-
ciendo la validez del concepto de reforma, pero insistiendo en la necesidad de esa integra-
lidad que estuvo ausente en las reformas de los años 60 y 70. Más allá de eso, se habla de 
una “democratización de la tierra” colocando el acento en el carácter de democratización y 
en los derechos del proceso político y legal que caracteriza a esta fase de vida política del 
país. Finalmente, hay quienes definen su propuesta como “modernización agraria” donde el 
énfasis estaría en los problemas de productividad y eficiencia.

Francisco Hidalgo Flor

Reforma y nueva política sobre la tierra
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